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El nuevo programa de gobierno de la candidata co-
munista, Jeannette Jara, da cuenta de un notorio
cambio de estrategia respecto de la primaria ofi-
cialista. De una plataforma que parecía basada en

la rabia y la confrontación (“La vida hoy está marcada por
el abuso”, sostenía), el nuevo programa pasa a reconocer
que los chilenos están “profundamente orgullosos” del
país que han construido, y anticipa prioridades ligadas al
empleo y la seguridad. Con todo, las líneas de acción
anunciadas distan, en general, de ofrecer caminos de so-
lución eficaces, que se aparten de las lógicas más tradicio-
nales de la izquierda. 

Así, por ejemplo, en lo referido al crecimiento econó-
mico, esta nueva plataforma
programática replica con-
ceptualmente lo impulsado
por el actual gobierno y
también en su momento por
la Convención Constitucio-
nal: un esquema donde en
definitiva el Estado está en el centro. La frase que mejor lo
refleja es aquella que plantea la necesidad de un “acuerdo
nacional que articule, de manera conjunta y complemen-
taria, la orientación estratégica del Estado con el dinamis-
mo del sector privado”. De este modo, y aunque no que-
da claro el alcance de ese acuerdo público-privado del
que se habla, el programa vuelve a poner al aparato esta-
tal como eje del quehacer económico, instalando una se-
rie de oficinas y consejos públicos que, de alguna manera,
intervienen en la definición y desarrollo de proyectos. 

Y es que, según se revela ahí, la izquierda de Jara no
parece entender la naturaleza del crecimiento y de la
creación de riqueza, y el papel impulsor que allí juega la
iniciativa privada. La tarea del Estado debe ser facilitar
este proceso creativo, y no buscar dirigirlo. Por el con-
trario, la concurrencia de organizaciones sociales y de
trabajadores en las instancias público-privadas que se
plantean más bien terminará bloqueando, y no incenti-

vando, el desarrollo de los proyectos. Pues no son las
instancias de diálogo multigrupal la clave para destra-
bar el crecimiento, sino reglas claras que protejan ciertos
bienes jurídicos, y bajo las cuales el sector privado pue-
da florecer. En este sentido, llama por ejemplo la aten-
ción la insistencia en la creación de una Empresa Nacio-
nal del Litio, una fórmula que incluso el actual gobierno
debió, por realismo, abandonar y que significaría desan-
dar la estrategia finalmente implementada.

Igual sesgo se observa en las propuestas sobre merca-
do laboral. Como botón de muestra, más que favorecer la
creación de empleo privado, el nuevo programa anuncia
la creación de una Agencia Nacional de Empleo y pone el

énfasis en los subsidios al
trabajo. Al mismo tiempo,
insiste en avanzar en la ne-
gociación multinivel y pro-
pone un “ingreso vital”
(“salario vital” en el progra-
ma original) de 750 mil pe-

sos a fines del gobierno. Aunque no se entregan detalles
de esta propuesta, la novedad de la fórmula, aparte del
cambio de nombre, es que ahora considera también trans-
ferencias del Estado. Paradójicamente, podría haber aquí
un punto de cercanía con las propuestas de candidatos de
la oposición de impulsar un impuesto negativo al ingre-
so, que entregue beneficios monetarios directos a los tra-
bajadores formales de menores ingresos. Esto podría lo-
grarse a partir de la eliminación de programas sociales
dispersos y de dudoso impacto social. 

Finalmente, es en materia fiscal donde el programa
marca una diferencia mayor con los planteamientos del ac-
tual gobierno, al no descansar en aumentos de impuestos
(aunque no se descarten), sino en reasignaciones de gasto y
optimización de programas mal evaluados. Esta suerte de
reconocimiento de que no existe espacio para nuevas dis-
cusiones tributarias es un baño de realismo que parece ha-
ber permeado incluso a la candidatura de izquierda.

Instalando una diversidad de oficinas y

consejos públicos, se insiste en poner al

Estado como eje del quehacer económico. 

El nuevo programa de Jara

La masiva llegada de inmigrantes a Chile en los
últimos años ha provocado importantes cambios
en la composición de la población en ciertas co-
munas, ha modificado las percepciones de la ciu-

dadanía respecto de la llegada de esos extranjeros, y ha
generado la necesidad de adecuar y modernizar las políti-
cas públicas al respecto en los más distintos ámbitos.

En efecto, los inmigrantes pasaron de un 4,4% de la
población en 2017 a un 8,8% del total en 2024, según el
último Censo. Eso equivale a más de un millón seiscien-
tas mil personas, y es posible que en los próximos 10 años
lleguen al 10% o 12%, como en otros países de la OCDE.
La distribución de inmigrantes no es pareja. Hay casi un
millón en la Región Metropolitana, son más del 23% de la
población en la provincia de Tarapacá y en la de Antofa-
gasta casi el 20%; a su vez,
por nacionalidades, más
del 40% son venezolanos,
seguidos de peruanos, co-
lombianos, bolivianos y
haitianos.

La velocidad con que
este fenómeno se ha extendido ha cambiado la tradicional
manera en que se apreciaba la inmigración en Chile. Se-
gún un estudio preparado por la Fundación 3xi y entre-
gado este mes, solo un 20% de las personas considera que
los inmigrantes son un aporte y un 60% cree que son un
problema. Sobre el 60% de los encuestados valoriza ne-
gativamente la llegada de inmigrantes, porque eso les ha-
ce más difícil encontrar trabajo, porque impulsan los sa-
larios a la baja y, además, porque les dificulta el acceso a
los subsidios. Asimismo, respecto de las leyes que regu-
lan la entrada y permanencia de extranjeros en Chile, un
90% de las personas considera que estas son entre tole-
rantes o muy tolerantes. Y aunque alrededor de un 60%
considera que deben tener derecho a educación y servi-
cios públicos de salud, más del 75% de las personas cree
que su llegada aumenta el crimen y el tráfico de drogas.
Con todo, más del 80% está dispuesto a trabajar o estu-

diar con inmigrantes y a tener un jefe que lo sea, así como
un 70% se muestra abierto a tenerlos de vecinos.

Dados estos antecedentes, un grupo de diez centros
de estudio se abocó, de manera conjunta, a elaborar polí-
ticas que enfrentaran esta problemática. Produjeron 36
propuestas, agrupadas en cinco ejes: institucionalidad,
seguridad pública y control fronterizo, migración regu-
lar, integración y convivencia, e impulso al desarrollo.
Resulta interesante constatar la amplitud de criterios con
que abordaron el problema, no solo haciéndose cargo de
las quejas de la población, sino también internalizando el
hecho de que este tema difícilmente desaparecerá y que,
además, la inmigración reglada y sujeta a controles ade-
cuados también tiene impactos positivos. 

Entre las propuestas respecto de la institucionalidad,
está la necesidad de preci-
sión en el lenguaje en los
permisos migratorios, el
fortalecimiento del servicio
que los regula y un adecua-
do monitoreo y rendición
de cuentas; en seguridad, el

fortalecimiento de la infraestructura, el uso de tecnología
y el control fronterizo; en migración regular, los procesos
digitales en la firma de contratos y los registros biométri-
cos que faciliten la identificación de migrantes regulares
y la detención de los irregulares; en convivencia intercul-
tural, programas que faciliten la integración de quienes
hayan cumplido con todos los trámites; y en impulso pro-
ductivo efectivo para el país, la detección de necesidades
laborales que requieran inmigrantes, así como el estable-
cimiento de cupos para llenarlos, de modo que la imagen
negativa que cargan se mitigue con el positivo impacto
que también pueden generar.

La inmigración seguirá ocurriendo. Por lo tanto, el
esfuerzo que se haga para reglarla, inhibiendo sus aspec-
tos negativos y reforzando los positivos, así como comba-
tiendo la ilegalidad, es la estrategia requerida, y el trabajo
de estos centros de estudio va en la dirección correcta.

Las propuestas se hacen cargo del malestar de

la población, pero asumiendo la complejidad del

fenómeno y también sus aspectos positivos. 

Inmigración: percepciones y realidades

Comienza la
carrera oficial ha-
cia la Presidencia
de la República,
pero una competi-
dora ha decidido
correr con sus pro-
p i a s r e g l a s . E n
efecto, desde el co-
mando de Jeannet-
te Jara se ha anun-
ciado que la candi-
data se desplegará por el territorio y
que no acudirá a debates o a encuen-
tros abiertos con otros postulantes.

El costo, dicen algunos, será alto
para Jara; el beneficio, dicen otros,
será alto para la abanderada
del PC. Hay analistas para
todos los gustos.

El primer daño que se
causa a la democracia —esa
que las izquierdas aseguran
haber recuperado por su
propia iniciativa— es obvio y altísi-
mo: no se confrontan los programas
alternativos y no se miden, unas
frente a otras, las capacidades perso-
nales. Por mucho que ya hayan que-
dado en evidencia las falencias de Je-
annette Jara en una y otra dimen-
sión, en los próximos tres meses su
omisión perjudicará claramente la
transparencia del debate. Será la su-
ya, ciertamente, una ausencia culpa-
ble, aunque no exista seguridad de
que la pobreza de esa actitud vaya a
ser sancionada electoralmente. No
cabe duda que desde su comando
han concluido que más vale un si-
lencio prolongado que unas presen-
taciones cargadas de errores, dudas

y olvidos. Eso significa que los elec-
tores tendremos que conformarnos
con un ejercicio de memoria que ha-
ga presentes el 16 de noviembre esos
desaciertos de julio y agosto. ¿Esa es
la transparencia tan cacareada desde
la vocería de gobierno?

Pero hay además una segunda
consecuencia en la decisión de Jara
de restarse a los debates, un efecto
que resulta aún más grave para la
práctica de la democracia. Es la con-
solidación de la mentalidad totalita-
ria en quienes practican esos proce-
dimientos y los difunden como una
opción válida.

Sí, mentalidad totalitaria, por-

que no cabe otra explicación de fon-
do para la decisión de Jara que el
profundo desprecio a sus rivales en
la contienda electoral. Esto ha sido
así siempre en la mirada comunista.
En la democracia que ellos llaman
“formal”, los adversarios solo ocu-
pan una de estas dos posiciones: o
son enemigos o son una nulidad. Ni
con unos ni con otros se dialoga, o se
debate. A los enemigos se los com-
bate; a las nulidades se las ignora. Es
la ancestral convicción totalitaria de
que la confrontación de los contra-
rios no se resuelve a través de una
discusión racional, con argumentos,
datos, proyectos, etc., sino mediante
el enfrentamiento de voluntades.

Ya ha quedado atrás el viejo len-
guaje que oponía a los proletarios
contra los burgueses —aunque apa-
recen aún resabios bajo la forma de
un pueblo que debe enfrentar a las
élites—, pero no ha desaparecido la
mentalidad mesiánica, componente
esencial del proyecto totalitario, por
anacrónico que parezca ese diseño.
Por eso, la decisión de omitirse está
destinada, en primer lugar, a los
propios adherentes de Jara, para
que reafirmen su convicción de que
las así llamadas “estructuras consti-
tucionales burguesas” siguen sien-
do despreciables, solo útiles como
mecanismos de acceso al poder to-

tal. Además, ante la posibi-
lidad de que el resultado en
las urnas sea contrario a la
opción comunista, esas
mentalidades totalitarias
estarán bien aceitadas para
hacer una oposición intran-

sigente y violenta. Para los comu-
nistas, los mecanismos electorales
nunca han sido obligatorios. Que
los demás, pobres burgueses, quie-
ran someterse a esas fórmulas, es
problema de ellos.

Y si llega el momento en que el
comando de las izquierdas cambie
de opinión, y veamos a la candidata
de nuevo subir a algún estrado, que
no haya confusión: no será el reco-
nocimiento del valor intrínseco
que tiene la discusión racional, sino
solo una decisión táctica en el con-
texto de la percepción del resultado
electoral.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Jara no debatirá más

Mentalidad totalitaria, porque no cabe otra

explicación de fondo para la decisión de Jara

que el profundo desprecio a sus rivales.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Gonzalo Rojas

Entre las reacciones —algunas
particularmente descaminadas—
que generaron los dichos de José
Antonio Kast sobre el uso de las fa-
cultades administrativas del Eje-
cutivo en un eventual gobierno
suyo, una que debió llamar la aten-
ción fue la de la ministra vocera,
Camila Vallejo. Esta, junto con
cuestionar el desempeño pasado
de Kast como parlamentario, de-
nunció su supuesto “desprecio”
hacia el rol del Congreso. El punto
es interesante, no por lo que pu-
diera decir respecto del candidato
republicano, sino por la paradoja
que encierra. Y es que el registro
de la actual administración en ma-
teria de valoración del Congreso
resulta a lo menos controvertido.

Desde luego —y como han re-
cordado analis-
tas— fue un minis-
tro de este gobierno
— G i o r g i o J a c -
kson— quien en
2022 intentó im-
pulsar la fórmula
de los “decretos con fuerza de ley
adecuatorios” para implementar el
texto constitucional que por enton-
ces elaboraba la Convención. No se
trataba —como planteó ahora
Kast— de simplemente utilizar fa-
cultades que la legislación ya entre-
ga al Ejecutivo, sino de introducir
todo un nuevo mecanismo de pre-
sión directa sobre los parlamenta-
rios: si ellos no aprobaban en cierto
plazo ciertas leyes, el Ejecutivo que-
daría facultado para hacerlo él mis-
mo, legislando —literalmente— vía
decreto. Al final, la iniciativa, tras
generar duro rechazo entre los con-
gresistas —incluido el entonces pre-
sidente del Senado, el PS Álvaro Eli-
zalde—, no prosperó y la Conven-
ción no la incluyó en su propuesta.
Sin embargo, la discusión dio cuenta
de la desconfianza de una parte del
oficialismo frente al actual Congre-
so y de un intento abierto de pasar
por encima de sus atribuciones.

Pero si los decretos adecuato-
rios terminaron siendo desechados,
otras expresiones de menoscabo ha-
cia los parlamentarios en ejercicio sí
quedaron consagradas en el texto
constitucional elaborado por la Con-
vención. En particular, dio cuenta
este de un verdadero ensañamiento
contra el Senado: la propuesta so-
metida a plebiscito lo eliminaba de
nuestra institucionalidad, reempla-
zándolo por una disminuida “Cá-
mara de las regiones”. Pero, además,
el mismo texto truncaba el mandato
democrático, al establecer que todos
los senadores cesarían en sus funcio-
nes en 2026, aun cuando a la mitad
de ellos —recién elegidos en 2021—
les faltaran todavía cuatro años para
completar sus períodos.

Es difícil imaginar mayores
señales de “des-
precio” hacia el
Legislativo: cerce-
namiento de una
de sus ramas y tér-
mino anticipado
de los mandatos

para una parte de sus integrantes.
Por entonces, sin embargo, la mi-
nistra Vallejo no manifestó preo-
cupación alguna ante tal menos-
cabo. Al contrario, y junto con to-
da La Moneda, se jugaron decidi-
damente por lograr la aprobación
de la Constitución que consagra-
ría aquello.

Dicho texto —que, en rigor,
pretendía la refundación completa
de la institucionalidad— fue am-
pliamente rechazado por la ciuda-
danía y hoy probablemente mu-
chos de sus contenidos sonrojan a
varios de quienes hace tres años lo
apoyaron. En este contexto, cabría
esperar que la actual preocupa-
ción del Gobierno y la ministra por
la dignidad del Congreso sea el re-
sultado de una reflexión profunda
respecto de sus propias posiciones
pasadas en esta materia y no una
simple expresión oportunista en
medio de la campaña electoral. 

Fue el actual gobierno

el que propuso

legislar vía decreto.

“Desprecio” al Congreso

Escucho a Jonathan murmurar. Me
hace gracia. Está de pie frente a un calen-
dario grande que cuelga en la puerta de
mi cocina. No le es-
cucho bien lo que di-
ce, pero es algo que
tiene que ver con los
santos cuyos nom-
bres aparecen bajo
los grandes núme-
ros. Ha descubierto
algo y me pica la cu-
riosidad. No alcanzo
a preguntarle de
qué se trata porque
me dice:

—Mira, hoy es 18
de agosto y el calen-
dario dice que es san
Alberto Hurtado, pero acá, 30 de agosto,
dice santa Rosa de Lima, se entiende que
es peruana. ¿Ves la diferencia? Los san-
tos no figuran con sus apellidos. Sería
mejor que dijera: san Alberto de Chile.
¿No te parece un santo remedio?

Pienso que tiene razón porque uno ha-

bla de Francisco de Asís, Antonio de Pa-
dua…, pero no sabe sus apellidos. Poco
después, Jonathan sigue con el tema del

santoral:
—El 20 de agos-

to es san Bernardo…
de Claraval, teólogo
cisterciense francés
del siglo XII. Es el
día del natalicio de
O’Higgins , quien
—¿a propósito o
coincidencia?— tie-
ne por nombre Ber-
nardo. Son pocos los
Bernardos famosos
en Chile. Recuerdo,
en política, a don
Bernardo Leighton

y, en televisión, a Bernardo de la Maza.
¿Puedes nombrar a otro?

A Julio Bernardo Euson en el Festival
de Viña del Mar, pero, claro, él es santo de
otra parroquia… 

D Í A  A  D Í A

Santo remedio
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